
JURISPRUDENCIAS EMITIDAS POR EL PLENO Y SALAS DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACI,óN Y POR LOS 
TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO PUBLICADOS EN 
LA GACETA DEL SEMANARlO JUDICIAL DE LA FEDERACION 

DE ENERO A ABRIL DE 1996." 

ENERO 

PRIMERA SALA 

CADUCIDAD DE LA INSTANCIA. SOLO ES SUSCEPTIBLE DE 
ZNTERRUPCION A TRAVÉS DE PROMOCIONES QUE TIEN- 
DAN A IMPULSAR EL PROCEDIMIENTO Y N O  CON CUAL- 
QUIER ESCRITO. (LEGISLACIdN PROCESAL DEL DISTRITO 
FEDERAL). 

Para que se interrumpa la caducidad será necesario un acto proce- 
sal de las partes que manifieste su deseo o su voluntad de continuar 
el procedimiento, acto que, cabe subrayar, deberá ser de aquellos que 
la doctrina califica de impulso procesal, esto es, que tienen el efecto de 
hacer progresar el juicio. Lo dicho se explica no sólo en función de lo 
que sanciona la ley o sea, la inactividad procesal de las partes, que 
de suyo revela el desinterés en que se continúe con el asunto y que se 
llegue a dictar sentencia, a modo tal que si las partes o alguna de 
ellas tiene interés en que no opere la caducidad, necesariamente habrá 
de asumir la conducta procesal correspondiente, a saber: impulsar el 
juicio mediante la promoción respectiva. También se advierte que la 
naturaleza de esta última, como puede verse de la exposición de mo- 
tivos del legislador deberá ser tal que tenga el efecto de conducir o 
encauzar el juicio hasta llegar a su fin natural. En efecto, la modali- 
dad de la reforma entonces planteada fue también en el sentido de 
impedir la interrupción del término de la caducidad con promociones 

* En esta sección de la Revista, colabora la Lic. Leticia Vargas, investigadora del 
Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM. 
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frívolas o improcedentes, sino sólo con aquellas que revelaran o ex- 
presaran el deseo o voluntad de las partes de mantener viva la instan- 
cia, esto es, que tuvieran como consecuencia activar el procedimiento 
y excitar al órgano jurisdiccional a continuar hasta dictar sentencia. 
Además, debe tenerse en cuenta que el impulso del proceso por los 
litigantes no es un  deber; es sencillamente una carga en el sentido 
técnico procesal del vocablo, carga que pesa sobre los contendientes. 
Sobre el particular, los procesalistas distinguen poder, deber y carga. 
Por el primero se crean situaciones jurídicas; por el deber se establece 
la necesidad insoslayable de seguir determinada conducta para satis- 
facer un interés ajeno aun con sacrificio del propio. Se tiene una carga 
cuando la ley fija el acto o actos que hay que efectuar como condición 
para que se desencadenen los efectos favorables al propio interesado 
quien, para que el proceso no se extinga y se mantenga vivo, es con- 
dición que promueva. Así las cosas, no obsta para lo hasta aquí soste- 
nido que e1 artículo 137 bis no determine la naturaleza de las pro- 
mociones que puedan interrumpir la caducidad de la instancia, toda 
vez que dicho carácter deriva de los derechos de acción y contradicción 
que competen a las partes, esto es, de las facultades que como cargas 
procesales tienen de activar el procedimiento para poder llevarlo hasta 
su terminación si quieren conseguir un resultado favorable, de tal ma- 
nera que si no la realizan no podrán obtener l o  que buscan. De entre 
dichas cargas es la del impulso procesal a la que se refiere la norma 
en comento al aludir a las promociones de las partes, que consiste en 
la actividad necesaria para que el proceso siga adelante a través de los 
distintos estadios que lo componen y que es consecuencia del principio 
dispositivo que domina el procedimiento civil ordinario, el cual se 
enuncia diciendo que el ejercicio de la acción, su desarrollo a través 
del proceso, los límites mismos de la acción y la propia actividad del 
juez, se regulan por la voluntad de las partes contendientes. Por 
tanto, no es cierto que basta la promoción de cualquier escrito para 
interrumpir la caducidad de la instancia y que no importe su conteni- 
do  siendo más que suficiente que se dirija al expediente por cual- 
quiera de las partes. 

Contradicción de tesis 12/95. Entre las sustentadas por el Séptimo y Ter- 
cer Tribunales Colegiados en Materia Civil del Primer Circuito. 29 de no- 
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viembre de 1995. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Iram 
García García. 

Tesis de Jurisprudencia 1/96. Aprobada por la Primera Sala de este alto 
tribunal, en sesión de veintinueve de noviembre de mil novecientos noventa 
y cinco, por unanimidad de cinco votos de los ministros: presidente Juventino 
\'. Castro y Castro, Humberto Román Palacios, José de Jesús Gudiño Pela- 
yo, Juan N. Silva Meza y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 

SEGUNDA SALA 

SEGURO SOCIAL, REGLAMENTO DEL A R T f C U L O  274 DE L A  
LEY DEL. SU A R T f C U L O  26 CONTRAVIENE EL A R T f C U L O  89, 
FRACCIóN I  DE L A  C O N S T I T U C I ó N  FEDERAL. 

El artículo 274 de la Ley del Seguro Social establece el recurso de 
inconformidad que los patrones pueden interponer ante el Consejo 
Técnico, en contra de algún acto definitivo del Instituto Mexicano del 
Seguro Social, en la forma y términos que establezca el reglamento, 
sin que en dicho precepto se encuentre prevista la existencia de algún 
otro recurso administrativo. Ahora bien, el artículo 26 del Reglamen- 
to del artículo 274 de la Ley del Seguro Social, al establecer el re- 
curso de revocación, introduce una instancia adicional no  prevista en 
dicho precepto de la Ley del Seguro Social, ni en ningún otro de ésta, 
con lo que va más allá de lo establecido por la ley, en contravención 
al artículo 89, fracción 1 de la Constitución Federal. 

Amparo directo en revisión 716/93. Servicios Marítimos Ves. S, de R. L. de 
C. V. 30 de agosto de 1993. Cinco votos. Ponente: José Manuel Villagordoa 
Lozano. Secretario: José Luis Mendoza Montiel. 

Amparo directo en revisión 1160/95. Cocoa Constructora, S. A. de C. V. 
25 de octubre de 1995. Cinco votos. Ponente: Guil~lermo 1. Ortiz Mayagoitia. 
Secretario: Homero Fernando Reed Ornelas. 

Amparo directo en revisión 1458/95. Cocoa Constructora, S. A. de C. V. 
10 de noviembre de 1995. Ponente : Mariano Azuela Güitrón. Secretaria : 
María Estela Ferrer Mc Gregor Poisot. 

Amparo directo en revisión 1510/95. Cocoa Constructora, S. A. de C. V. 
8 de diciembre de 1995. Cinco votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secreta- 
rio: Aristeo Martína Cruz. 

Amparo directo en revisión 1520/95. Humberto Corres Sierra. 8 de diciem- 
bre de 1995. Cinco votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretaría: Maura 
Angélica Sanabria Martínez. 
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Tesis de Jurisprudencia 2/96. Aprobada por la Segunda Sala de este a l t ~  tri- 
bunal, en sesión privada de doce de enero de mil novecientos noventa y seis, 
por unanimidad de cinco votos de los ministros: presidente Genaro David 
Góngora Pimentel, Juan Díaz Romero, Mariano Azuela Güitrón, Guillerrno 
1. Ortiz Mayagoitia y Sergio Salvador Aguirre Anguiano. 

TRIBUNALES COLEGIADOS 

AUDIENCIA DE PISTA.  ES INNECESARIA L A  PRESENCZ.4 DEL 
INCULPADO. 

El artículo 382 del Código Federal de Procedimientos Penales no le 
impone a la autoridad de alzada la obligación de ordenar que para 
la audiencia de vista del asunto se mande traer al recinto del tribunal 
al procesado detenido, sino sólo la circunstancia de que señale fecha 
para la vista, además de que resulta acioso el que esté presente en esta 
etapa procesal, cuando está debidamente notificado de la fecha de 
desahogo tanto su defensor como él, y que aquél haya comparecido 
por medio de escrito o personalmente, formulando agravios de su in- 
tención. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO 
1V.30. J/14 

Amparó directo 158/95. Martín Luna Aguilar. 20 de abril de 1995. Unani- 
midad de votos. Ponente: Ramiro Barajas Plasencia. Secretaria: Gloria Fuer- 
te Cortés. 

Amparo directo 48/95. Heliodoro Gutiérrez Frutos. 3 de mayo de !?95. 
Unanimidad de votos. Ponente: Enrique Cerdán Lira. Secretario: Alberto 
Alejandro Herrera Lugo. 

Amparo directo 185/95. José Armando Carrizales Esparza. 3 de mayo de 
1995. Unanimidad de votos. Ponente: Enrique Cerdán Lira. Secretario: Al- 
berto Alejandro Herrera Lugo. 

Amparo directo 348/95. Luis Antonio Salazar Rincón. 20 de junio de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: Ramiro Barajas Plasencia. Secretario: Jesús 
María Flores Cárdenas. 

Amparo directo 414/95. Julio Javier Mendoza Garibay. 2 de agosto de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: Ramiro Barajas Plasencia. Secretario: Jesús 
María Flores Cárdenas. 
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COMPRAVENTA, JUICIO DE OTORGAMIENTO DE CONTRA-  
T O  DE. EL A C T O R  N O  NECESITA JUSTIHCAR EL DERECHO 
DE: PROPIEDAD DEL ENAJENANTE. 

El otorgamiento de contrato de compraventa, es una acción perso- 
nal, por lo que el actor súlo está obligado a demostrar en el juicio 
respectivo que en efecto el acto fue celebrado en los términos a que 
hace referencia y, fundamentalmente, que hubo consentimiento y ob- 
jeto, pues tales son los elementos de existencia de la compraventa, y los 
dc validez serán materia de excepción por parte del demandado. Con 
base en lo anterior al actor no le toca justificar que quien le vendió 
es el propietario del bien objeto del contrato, puesto que en todo 
raso, si con posterioridad se viera privado del mismo, podría reclamar 
el saneamiento por evicción si es que un tercero demostrare ser el titu- 
lar de ese derecho. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO 
V1.20.5/39 

Amparo directo 308/88. Jorge Juan Ordaz Zurita. 9 de marzo de 1989. 
Unanimidad de votos. Ponente: Amoldo Nájera Virgen. Secretario: Alejan- 
dro Esponda Rincón. 

Amparo directo 355/90. Ernesto Galland Sánchez. 29 de agosto de 1990. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Amando 
Cortés Galván. 

Amparo directo 281/91. Pascua1 Castañeda Rodríguez. 4 de octubre de 1991. 
Unanimidad de votos. Ponente: Amoldo Nájera Virgen. Secretario: Guiller- 
ino Báez Pérez. 

Amparo directo 85/95. Alvaro Flores Cervantes. 24 de mayo de 1995. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Clementina Ramírez Moguel Goyzueta. Secreta- 
rio: Gonzalo Carrera Molina. 

Amparo directo 563/95. Miguel Francisco Cruz. 29 de noviembre de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Hum- 
berto Schettino Reyna. 

COPIAS FOTOSTATICAS. HACEN PRUEBA PLENA C O N T R A  SU 
OFERENTE. 

No es válido negar el carácter de prueba a las copias fotostáticas 
simples de documentos, puesto que no debe pasar inadvertido que con- 
forme a diversas legislaciones, tales instrumentos admiten ser conside- 
rados como medios de convicción. Así el Código Federal de Procedi- 

www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1996. Universidad Nacional Autónoma de México, 
Facultad de Derecho

http://biblio.juridicas.unam.mx


278 JURISPRUDENCIA 

mientos Civiles previene, en su artículo 93, que: "La ley reconoce 
como medios de prueba: . . . VI. Las fotografías, escritos y notas taqui- 
gráficas y, en general, todos aquellos elementos aportados por los des- 
cubrimientos de la ciencia.. .". El artículo 278 del Código de Proce- 
dimientos Civiles para el Distrito Federal establece a su vez que para 
conocer la verdad sobre los puntos controvertidos, d juzgador puede 
valerse, entre otros elementos probatorios, ". . .de cualquier cosa. . .". 
Dentro de estas disposiciones es admisible considerar comprendidas a 
las copias fotostáticas simples de documentos, cuya fuerza probatoria 
mayor o menor, dependerá del caso concreto y de las circunstancias 
especiales en que aparezcan aportadas al juicio. De este modo, la copia 
fotostática simple de un documento hace prueba plena en contra de 
su oferente, porque cabe considerar que la aportación de tal probanza 
al juicio lleva implícita la afirmación de que esa copia coincide plena- 
mente con su original. Esto es así porque las partes aportan pruebas 
con el objeto de que el juzgador verifique las afirmaciones producidas 
por aquéllas en los escritos que fijan la litis; por tanto, si se aporta 
determinado medio de convicción, es porque el oferente lo considera 
adecuado para servir de instrumento de verificación a sus afirmacio- 
nes. No es concebible que el oferente presente una prueba para de- 
mostrar la veracidad de sus asertos y que; al mismo tiempo, sostenga 
que tal elemento de convicción, por falso o inauténtico, carece de 
confiabilidad para acreditar sus aseveraciones. En cambio la propia 
copia fotostática simple no tendría plena eficacia probatoria respecto 
a la contraparte del oferente, porque contra ésta ya no operaría la 
misma razón y habría que tener en cuenta, además, que ni siquiera 
tendría la fuerza probatoria que producen los documentos simples, 
por carecer de uno de los elementos constitutivos de éstos, como es la 
firma autógrafa de quien lo suscribe y, en este caso, la mayor o menor 
convicción que produciría, dependería de la fuerza probatoria que pro- 
procionaran otras probanzas que se relacionaran con su autenticidad. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL 
DEL PRIMER CIRCUITO 
I.4o.C. J/5 

Amparo en revisión 44/88. Elodia Rodríguez Jiménez. 4 de febrero de 1988. 
Unanimidad de votos. Ponente: Mauro Miguel Reyes Zapata. Secretario: 
J. Refugio Ortega Marín. 

Amparo directo 649/88. Vicenta Chá\.ez viuda de Alemán. 17 de mano de 
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1988. Unanimidad de votos. Ponente: Leonel Castillo González. Secretario: 
Ricardo Romero Vázquez. 

Amparo en revisión 1904/95. Pedro Berna1 Adame. 26 de octubre de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: Mauro Miguel Reyes Zapata. Secretario: 
E h e o  Puga Cervantes. 

Amparo directo 5484/95. Luz María Campos Gerber. 9 de noviembre de 
1995. Unanimidad de votos. Ponente: Gilda Rincón Orta. Secretario: Daniel 
Horacio Escudero Contreras. 

Amparo directo 5814195. Seguros América, S. A., hoy Seguros Comercial 
América, S. A. de C. V. 9 de noviembre de 1995. Unanimidad de votos. 
Poncnte: Leonel Castillo González. Secretario: Carlos Arteaga Alvarez. 

FUNDAAIENTACZÓN, G A R A N T Í A  DE. SE CUMPLE AUN CUAN-  
DO LA A U T O R I D A D  O M I T A  C I T A R  LOS PRECEPTOS QUE 
APOYAN SU DECZSZóN. 

Si bien el artículo 16 de la Constitución General de la República 
consagra las garantías de fundamentación y motivación y, por ende, 
toda resolución debe respetarlas; en materia civil, si los razonamientos 
hechos en la parte considerativa son jurídicos y resuelven con acierto 
la controversia, aunque la autoridad omita citar expresamente los pre- 
ceptos de la ley en que apoya su decisión, si del estudio que se haga 
se advierte que es jurídicamente correcta, porque sus razonamientos 
son legales y conducentes para la resolución del caso, debe considerar- 
se debidamente fundada, aunque sea en forma implícita, pues se re- 
suelve conforme a la petición en los agravios, por lo que no puede 
existir duda respecto de los preceptos supuestamente transgredidos, 
cuando es el propio promovente quien plantea los supuestos a resol- 
ver; por lo que aun cuando no hayan sido explícitamente citados, debe 
estimarse que sí fueron cabalmente respetados y, en consecuencia, la 
resolución intrínsecamente fundada. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL 
DEL PRIMER CIRCUITO 
1.lo.C. J / 1  

Amparo directo 332/95. Javier Sánchez García. 13 de junio de 1995. Una- 
nimidad de votos. Ponente : Javier Pons Liceaga. Secretario : Esteban Alvarez 
Troncoso. 

Amparo directo 379/95. Kioto, S. A. 27 de junio de 1995. Unanimidad d e  
votos. Ponente: Luz María Perdomo Juvera. Secretaria: María Elena Vargas 
Bravo. 
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Amparo directo 672/95. Horacio Montero Sifuentes. 7 de noviembre de 
1995. Unanimidad de votos. Ponente : Wilfndo Castañón León. Secretaria : 
Xóchitl Yolanda Burguete López. 

Amparo directo 695/95. Joel Arellanes Pérez. 14 de noviembre de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: Wilfrido Castañón León. Secretario: José 
Antonio Sánchez Castillo. 

Amparo directo 667/95. Training Corp., S. A. de C. V. 17 de noviembre 
de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Luz María Perdomo Juvera. Secre- 
tario: J. Jesús Contreras Coria. 

FUNDAMENTACION Y MOTIVACION. CASO EN EL QUE N O  
PUEDE HABLARSE DE FALTA DE, EN LA ORDEN DE CAP- 
T U R A .  

Cuando al hacerse la relaciun de los elementos probatorios que 
sirven de base para dictar una orden de aprehensión se pone de ma- 
nifiesto en forma que no deja lugar a dudas cuáles son los hechos 
delictuosos atribuidos al indicado y se invoca el precepto de Iey que 
tipifica esos hechos, no puede válidamente sostenerse que esa orden de 
captura carezca de motivación y fundamentación, pues en las condi- 
ciones apuntadas tampoco puede válidamente decirse que el quejoso 
queda en estado de indefensión por ignorar cuáles son esos motivos y 
fundamentos. 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL 
DEL SEPTIMO CIRCUITO 
V1I.P. 3/7 

Amparo en revisión 217/92. Aldo López Tirone. 12 de enero de 1993. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Luis Alfonso Pérez y Pérez. Secretario: Lucio 
Marín Rodríguez. 

Amparo en revisión: 126/95. Fernando Ponce Hernández. 26 de  abril de 
1995. Unanimidad de votos. Ponente: Luis Alfonso Pérez y Pérez. Secretaria: 
Leticia López Vives. 

Amparo en revisión 191/95. Jorge Luis Martínez Peláez. 8 de junio de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Pérez Troncoso. Secretario: Pablo Par- 
do Castañeda. 

Amparo en revisión 348/95. Juez Primero de Primera Instancia de Córdo- 
ba, Veracruz. 22 de septiembre de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: 
José Pérez Troncoso. Secretario: Pablo Pardo Castañeda. 

Amparo en revisión 289/95. Juez Primero de Primera Instancia de Córdo- 
ba, Veracruz. 29 de septiembre de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Gil- 
berto González Bozziere. Secretario: Nicolás Leal Salazar. 
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JURISPRUDENCIA. LA CONSTITUYE U N A  RESOLUCZóN DIC- 
T A D A  EN DENUNCIA DE CONTRADZCCIóN DE TESIS. 

De conformidad con lo dispuesto por los artículos 107, fracción XIII, 
pirrafos primero y tercero de la Constitución General de la Repúbli- 
ca y 195 bis de la Ley de Amparo, la denuncia de contradicción de 
tesis tiene por objeto establecer el criterio que debe prevalecer y fijar 
la jurisprudencia. En consecuencia, las resoluciones que pronuncian las 
Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nacióln, al resolver las de- 
nuncias de con~radicció~n de tesis, constituyen jurisprudencia, aunque 
las tesis denunciadas no tengan ese carácter.* 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO 
VI.Zo.J/38 

Revisión fiscal 36/91. Productos de Concreto de Poza Rica, S. de R. L. 
16 de enero de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Ran- 
gel. Secretario: Jorge Alberto González Alvarez. 

Amparo en revisión 21/92. José Avila Martínez. 29 de enero de 1992. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Hum- 
berto Schettino Reyna. 

Amparo directo 282/95. Guillermo Peniche Suárez. 21 de junio de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: María Eugenia Estela Martínez Cardiel. Se- 
cretario : Enrique Baigts Muñoz. 

Amparo directo 22/95. Julio César Alcocer. 28 de junio de 1995. Unani- 
m.idad de votos. Ponente: María Eugenia Estela Martínez Cardiel. Secreta- 
rio: Víctor Ruiz Contreras. 

Amparo directo 538/95. Derivados de Frutas Puebla, S. A. de C. V. 22 de 
noviembre de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: María Eugenia Estela 
Martínez Cardiel. Secretario: Enrique Baigts Muñoz. 

PENA SUSTITUCZdN DE LA.  PARA SU PROCEDENCIA N O  SE 
DEBE T O M A R  EN CUENTA SI EL SENTENCIADO OBSERVO 
BUENA CONDUCTA ANTES Y DESPUES DEL PROCEDER ANTI-  
J UR f D I C 0 .  

Es incorrecto se niegue a los quejosos el beneficio de la sustituaón 
de la pena, por el hecho de que observaron mala conducta antes de la 
comisión de los eventos delictuosos, toda vez que por Decreto publi- 
cado en el Diario Oficial de la Federación el diez de enero de mil 

Véase tesis P. L/94 publicada en las pp. 35 y 36 de la Garetn del Sernanurio 
Jitdirial de la Frdernción número 83, no-.iembre de 1994. 
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novecientos noventa y cuatro, se derogó el último párrafo del artícu- 
lo 70 del Código Penal Federal, que establecía: "Para los efectos de la 
sustitució~n se requerirá que el reo satisfaga los requisitos señalados 
en la fracción 1, incisos b) y c) del artículo 90", exigencias dentro de 
las cuales se encontraba precisamente la relativa a que el sentenciado 
haya evidenciado buena conducta positiva, antes y después de la reali- 
zación de la infracción penal, de ahí que, en su caso, otro debe ser el 
razonamiento. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL 
DEL TERCER CIRCUITO 
III.20.P. J /2  

Amparo directo 48/95 Celestino Mata González y otro. 15 de niarw de 
1995. Unanimidad de votos. Ponente: Homero Ruiz Vdázquez Secretario: 
José Guadalupe Hemández Torres. 

Amparo directo 177/95. Ramón Hemández Cunel. 30 de agosto de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: Oscar Vázquez Marin. Secretario: Ernesto 
Antonio Martínez Barba. 

Amparo directo 201/95. José Arturo Mojica Medina. 28 de septiembre de 
1995. Unanimidad de votos. Ponente: Oscar Vázquez Marín. Secretario: Er- 
nesto Antonio Martínez Barba. 

Amparo directo 210/95. Eduardo Andrade Ibarra o Guerra. 5 de octubre 
de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Óscar Vázquez Marín. Secretario: 
Bernardo Martínez Sandoval. 

REGISTRO FEDERAL DE CONTRIBUYENTES, A L T A  DE. NO .ES 
DETERMINANTE PARA ACREDITAR LA PROPIEDAD DE UN 
ESTABLECIMIENTO MERCANTIL.  

El formulario de registro de contribuyentes es insuficiente para jus- 
tificar la propiedad de un establecimiento mercantil, pues tal docu- 
mento sólo consiste en una solicitud de inscripción ante la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público, que si bien fue recibido por dicha 
Secretaría, ello no constituye un derecho de propiedad a favor de quien 
lo da de alta, ya que únicamente prueba que ante la Secretaría .de 
Hacienda y Crédito Público, proporcionb unilateralmente a dicha 
autoridad, los datos contenidos en la solicitud, pero no tienen los al- 
cances para acreditar la propiedad dc la negociación, pues no se jus- 
tifica que la autoridad hacendaria lo hubiese tenido como propietario 
del negocio. 
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TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO 
1V.30. J/  17 

Amparo directo 717/94. Estanislao Valdez González. 23 de noviembre de 
1994. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Miguel García Salazar. Secreta- 
rio: Ángel Torres Zamarrón. 

Amparo directo 357/95. José Hernández Muñoz. 8 de junio de 1995. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Juan Miguel García Salazar. Secretario: Hilario 
Zarazúa Galdeano. 

Amparo directo 663/95. Óscar Alejandro García y otros. 3 de octubre de 
1995. Unanimidad de votos. Ponente: Enrique Cerdán Lira. Secretario: Raúl 
Alvarado Estrada. 

Amparo directo 675195. Roberto Villarreal Dávila. 3 de octubre de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: Ramiro Barajas Plasencia. Secretario: Jesús 
María Flores Cárdenas. 

Amparo directo 678/95. Ramiro Sánchez Escalante. 3 de octubre de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: Enrique Cerdán Lira. Secretario: Raúl Alva- 
rado Estrada. 

FEBRERO 

PLENO 

ATRACCZÓN, FACULTAD DE. DEBEN EJERCERLA LAS SALAS 
DE L A  SUPREMA C O R T E  RESPECTO DE REGLAMENTOS EMI- 
TIDOS POR LA ASAMBLEA DE REPRESENTANTES DEL DZS- 
TRZTO FEDERAL. 

Es cierto que no hay disposicih expresa para considerar que la Su- 
prema Corte sea competente para conocer de un recurso de revisión, 
interpuesto en contra de una sentencia dictada por un juez de Distrito 
en la audiencia constitucional de un juicio de amparo, en el que se 
reclamó la inconstitucionalidad de un reglamento expedido por la 
Asamblea de Representantes del Distrito Federal, pues tratándose de 
reglamentos sólo se incluyeron expresamente dentro de la competencia 
de sus Salas, los emitidos por el presidente de la República y por los 
gobernadores de los Estados; sin embargo, debe considerarse que en 
tal supuesto debe ejercerse la facultad de atracción, ya que se dan las 
características establecidas por los artículos 107, fracción VIII, inciso b), 
párrafo segundo de la Constitución General de la República y 21, frac- 
ción 11, inciso b) de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Fede- 
ración que la justifican, a saber, la intención del Poder Revisor de la 
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Constitución, de que la Suprema Corte de Justicia, como tribunal de 
constitucionalidad, conozca en última instancia de los ordenamientos 
de carácter general, así como que la Asamblea mencionada, en su fun- 
ción reglamentaria, sustituyó al presidente de la República, lo que 
resulta más claro si en el reglamento emitido por ella se abroga uno 
emitido por aquél. 

Contradicción de tesis 32/93. Entre las sustentadas por las entonces Segun- 
da y Tercera Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 23 de ene- 
ro de 1996. Unanimidad de once votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. 
Secretario: Francisco J. Sandoval López. 

El Tribunal Pleno en su sesión privada celebrada el veintinueve de enero 
en curso, por unanimidad de diez votos de los ministros: presidente en fun- 
ciones Juventino V. Castro y Castro, Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Ma- 
riano Azuela Güitrón, Juan Díaz Romero, Genaro David Góngora Pimentel, 
José de Jesús Gudiño Pelayo, Guillermo 1. Ortiz Mayagoitia, Humberto 
Komán Palacios, Olga María Sánchez Cordero y Juan N. Silva Meza; apro- 
bó, con el número 5/1996 la tesis que antecede. México, Distrito Federal, a 
veintinueve de enero de mil novecientos noventa y seis. 

1)ESECHAMIENTO DE L A  DEMANDA EN EL JUICIO CONTEN- 
CIOSO ADMINISTRATIVO. EL A R T f C U L O  208, ULTIMO PA- 
KRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE L A  FEDERACION, VIOLA EL 
A R T f  CULO 14 CONSTITUCIONAL. 

El articulo 208, último párrafo del Código Fiscal de la Federación al 
establecer que el magistrado instructor desechará por improcedente 
la demanda interpuesta cuando se omitan los datos previstos en las 
fracciones 1, 11, 111 y VI del citado precepto legal, viola el artículo 14 
constitucional, no s610 porque se aparta de la naturaleza del juicio 
contencioso administrativo, que responde a la conveniencia y necesidad 
de otorgar al gobernador un eficaz medio de defensa en contra de los 
actos de autoridad administrativa a través de un proceso sencillo en 
el que el afectado pueda hacer sus planteamientos y aportar sus prue- 
bas sin mayores formalidades, a fin de acreditar la legalidad del acto 
administrativo que la autoridad puede preparar durante muchos años 
y que goza de una presunción legal de validez, sino además porque al 
eliminar la prevención para regularizar la demanda, que estuvo vigen- 
te desde la Ley de Justicia Fiscal de 1936 y que impera en la mayoría 
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de las legislaciones procesales de Mexico, establece una consecuencia 
desproporcionada a la omisión en que pueda incurrir el demandante 
rompiendo el equilibrio entre las partes y dejando indefenso al gober- 
nado al impedirle alegar y probar en contra del acto administrativo, 
así como el obtener una resolución que dirima las cuestiones debati- 
das, violando así las formalidades esenciales del procedimiento que 
debe reunir todo juicio previo a un acto privativo. 

Amparo directo en revisión 127/95. Afianzadora Mexicana, S. A. 22 de ju- 
nio de 1995. Unanimidad de once votos. Ponente: Olga María Sánchez Cor- 
dero. Secretaria: Rosa Elena González Tirado. 

Amparo directo en revisión 1878/94. Poblana de Restaurantes, S. A. de 
C. V. 22 de junio de 1995. Unanimidad de once votos. Ponente: Juan Silva 
Meza. Secretaria: Sergio E. Alvarado Puente. 

Amparo directo en revisión 283/95. María Elena Dan de Lau. 22 de junio 
de 1995. Unanimidad de once votos. Ponente: Juventino V. Castro y Castro. 
Secretario: Indalfer Infante Gonzales. 

Amparo directo en revisión 87/95. Plami, S. A. de C. V. 25 de septiembre 
de 1995. Unanimidad de once votos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre An- 
piano. Secretario: Juan Carlos C m  Razo. 

Amparo directo en revisión 628/95. Marco Antonio Lau Dan. 25 de sep- 
tiembre de 1995. Unanimidad de once votos. Ponente: Olga María Sánchez 
Cordero. Secretaria: Rosa Elena González Tirado. 

El Tribunal Pleno en su sesión privada celebrada el ocho de febrero en 
curso, por unanimidad de once votos de los ministros: presidente José Vi- 
cente Aguinaco Alemán, Juventino V. Castro y Castro, Sergio Salvador Agui- 
rre Anguiano, Mariano Azuela Güitrón, Juan Díaz Romero, Genaro David 
Góngora Pimentel, José de Jesús Gudiño Pelayo, Guillermo 1. Ortiz Maya- 
goitia, Humberto Román Palacios, Olga María Sánchez Cordero. 

PRIMERA SALA 
ORDEN DE COMPARECENCIA. DEBE ESTUDIARSE SU CONSTZ- 
TUCZONALZDAD AUN CUANDO EL QUEJOSO L A  DESIGNE 
ERRONEAMENTE COMO ORDEN DE APREHENSZóN. 

El hecho de que el peticionario de garantías haya señalado como 
acto reclamado una orden de aprehensión y del informe justificado se 
desprenda la existencia de una orden de comparecencia, no es obstácu- 
lo para examinar la constitucionalidad de esta última bajo el argu- 
mento de que el acto impugnado no es cierto en la forma expuesta 
por el quejoso, ello en atención de que aun cuando la orden de apre- 
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liensión y la de comparecencia técnicamente tienen sus diferencias, de 
hecho son actos de idéntico contenido sustancial si se tiene en cuenta 
que: a) Ambas son solicitadas por el Ministerio Público; b)  Las dos 
son libradas por un juez; c) Para su emisión es necesario que existan 
datos que acrediten los elementos qu,- integran el tipo penal y la pro- 
bable responsabilidad del indiciado; d) Tienen como objetivo hacer 
comparecer al acusado ante la autoridad judicial a fin de que le sea 
tomada su declaración preparatoria; y si bien en la orden de apre- 
hensión existe una total privación de la libertad y en la de compare- 
cencia tan sólo cierta limitación, no menos cierto es que en menor O 

mayor grado, ambos actos restringen la libertad personal, lo cual pue- 
de conducir al error en la denominación exacta del acto reclamado. 
Por ello, el juzgador, debe analizar todos los datos que se desprendan 
del juicio de amparo y que sirvan para obtener una completa inter- 
pretación de la voluntad del quejoso y examinar la constitucionalidad 
del acto que aparezca probado', sin sujetarse al rigorismo de que pre- 
cisa y solamente sea tomando como acto reclamado el que como tal se 
haya expresado en el capítulo especial de la demanda. Lo anterior en 
modo alguno significa suplir la deficiencia de la queja o integrar la 
acción que intente el gobernado, sino únicamente concatenar la infor- 
mación con que se cuenta, a fin de resolver la cuestión efectivamente 
planteada. 

Contradicción de tesis 37/95. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Penal d d  Primer Circuito y el Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Circuito. 9 de febrero de 1996. Cinco votos. Ponente: Juventino V. 
Castro y Castro. Secretario: Indalfer Infante Gonzales. 

Tesis de jurisprudencia 6/96. Aprobada por la Primera Sala de este alto 
tribunal, en sesión de nueve de febrero de mil novecientos noventa y seis, 
por cinco votos de los ministros: presidente Juventino V. Castro y Castro, 
Humberto Román Palacios, José de Jesús Gudiño Pelayo, Juan N. Silva Meza 
y Olga María Sánchez Cordero de García Villegas. 

SEGUNDA SALA 

REVZSIdN EN AMPARO DIRECTO, REQUISITOS DE SU PRO- 
CEDENCIA. 

La interpretación armónica de lo dispuesto en los artículos 107, 
fracción IX de la Constitución Federal; 85, fracción V de la Ley de 
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Amparo; 10, fracción 111, y 21, fracción 111, inciso a) d e  l a  Ley Orgá- 
nica del Poder Judicial d e  l a  Federación, permite determinar q u e  para  
la procedencia del  recurso d e  revisidn contra las resoluciones pronun- 
ciadas en amparo  directo po r  los Tr ibunales  Colegiados de Circuito, 
se requiere que  e n  l a  demanda d e  amparo  se hubiere  impugnado l a  
constitucionalidad d e  u n a  ley, d e  u n  tratado internacional o d e  u n  re- 
glamento, o se hubiere planteado e n  los conceptos d e  violación la 
interpretación directa de  u n  precepto d e  la  Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; q u e  a l  dictar sentencia el T r i b u n a l  
Colegiado d e  Circuito correspondiente, haya decidido sobre l a  consti- 
tucionalidad d e  l a  ley, t ra tado internacional o reglamento impugnado; 
o bien, establecido la  interpretación directa d e  u n  precepto d e  la  Cons- 
titución Federal, u omit ido  e l  estudio y decisión de estas cuestiones. 

Amparo directo en revisión 1344/95. Pedro Covarrubias Sauceda. 6 de oc- 
tubre de 1995. Cinco votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: Ale- 
jandro S. Gonzáles Bernabé. 

Amparo directo en revisión 1489/95. Carmen Teresa Venegas Velázquez. 
24 de  noviembre de 1995. Cinco votos. Ponente: Manano Azuela Güitrón. 
Secretaria: Mercedes Rodarte Magdalleno. 

Amparo directo en revisión 1745/95. Cleotilde Velázquez Anguiano. 12 de 
enero de 1996. Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Se- 
cretaria: Rosa María Galván Zárate. 

.4mparo directo en revisión 1768/95. Pablo Hernández Fernández. 12 de 
enero de 1996. Cinco votos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Se- 
cretaria: Rocío Balderas Femández. 

Amparo directo en revisión 1842/95. Irma Echeverría Otero y otra. 12 de 
enero de 1996. Cinco votos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. 
Secretaria : Adela Domínguez Salazar. 

Tesis de jurispmdencia 3/96. Aprobada por la Segunda Sala de este alto 
tribunal, en sesión privada de diecinueve de enero de mil novecientos nwen- 
ta y seis, por unanimidad de cinco votos de los ministros: presidente Genaro 
David Góngora Pimentel, Juan Díaz Romero, Mariano Azuela Güitrón, Gui- 
Itlermo 1. Ortiz Mayagoitia y Sergio Salvador Aguirre Anguiano. 

YACACIONES. REGLA PARA SU C ó M P U T O .  

De conformidad con el art ículo 76 d e  l a  Ley Federal de l  Trabajo ,  
e l  derecho a l  disfrute de vacaciones se genera por el t iempo de pres- 
tación d e  los servicios; y así se obtiene q u e  p o r  el primer año,  e l  
t rabajador se ha rá  acreedor a cuando menos seis días laborables y 
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aumentará en dos días laborables, hasta llegar a doce, por cada año  
subsecuente de servicios, es decir, al segundo año serán ocho, al tercer@ 
diez; y, al cuarto doce. Después del cuarto año, el periodo de vacacio- 
nes se aumentará en dos días por cada cinco años de servicios, que 
empezarán a contar desde el inicio de la relación contractual, porque 
la antigüedad genérica se obtiene a partir de ese momento y se pro- 
duce día con día y, de forma acumulativa, mientras aquel vínculo esté 
vigente; por tanto, una vez que el trabajador cumple cinco años de 
servicios, operará el incremento aludido y, entonces, disfrutará hasta 
los nueve años de catorce días de asueto; luego, del décimo al d6ciino. 
cuarto años de dieciséis y así sucesivamente. 

Contradicción de tesis 25/95. Entre las sustentadas por el Tribunal Cok- 
giado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito y Segundos Tribunales Co-- 
legiados del Sexto y Octavo Circuitos. 10 de noviembre de 1995. Cinco vo- 
tos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretaria: Rosa María 
Galván Zárate. 

Tesis de jurisprudencia 6/96. Aprobada por la Segunda Sala de este alto 
tribunal, en sesión privada de diez de noviembre de mil novecientos noventa 
y cinco, por cinco votos de los ministros: Genaro David Góngora Pimentel, 
Mariano Azuela Güitrón, Guilllermo 1. Ortiz Mayagoitia, Sergio Salvador 
Aguirre Anguiano y presidente Juan Díaz Romero. 

TRIBUNALES COLEGIADOS 

DETERMZNACZON MAGZSTERZAL DE NO EJERCICIO DE LA 
ACCZóN PENAL, RESULTA IMPROCEDENTE L A  D E M A N D A - D E  
G A R A N T f A S  EN C O N T R A  DE UNA.  

Si la quejosa reclama en su demanda de garantías una determina- 
ción ministerial de no ejercicio de la accibn penal, es incuestionable 
que de admitir la demanda en comento y en su momento conceder el 
amparo, éste tendría los efectos de obligar al Ministerio Público a quien 
ha encargado la Constitución de ejercer la acción penal, a ejercerla, 
y su obligación desplazaría al órgano de acusación de su ejercicio per- 
secutorio, para entregarlo a la autoridad judicial, cosa que, a la luz 
del artículo 21 constitucional es inadmisible, en la medida que la auto- 
ridad judicial sólo tiene una función juzgadora. 
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TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGQSIMO CIRCUITO 
XX. JJ16 

Amparo en revisión 47/95. Beatriz Palos Castro viuda de Vázquez. 6 de 
abril de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Ángel Suárez Torres. Secreta- 
rio: Ramiro Joel Ramírez Sánchez. 

Amparo en revisión 415195. CCC. Fabricaciones y Construcciones, S. A. de 
C. V. 26 de octubre de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: h g e l  Suárez 
Torres. Secretario: Ramiro Joel Ramírez Sánchez. 

Amparo directo 889/95. Agapito Bartolón Ortiz. 7 de diciembre de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente : Angel Suárez Torres. Secretario : Ramiro Joel 
Ramírez Sánchez. 

Amparo en revisión 324/95. Mariano Apilar  Moreno. 7 de diciembre de 
1995. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco A. Velasco Santiago. Secre- 
tario : Rafael León González. 

Amparo en revisión 422/95. José Luis Rojas Jacinto y otro. 11 de enero de 
1996. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco A. Velasco Santiago. Secre- 
tario: Stalin Rodríguez López. 

AIULTAS FISCALES EXCESIVAS, SON INCONSTITUCIONALES. 

De la lectura del artículo 76 del Código Fiscal de la Federación, se 
aprecia que en ningún momento se faculta a la autoridad que deba 
imponer las sanciones para tomai en cuenta la gravedad de la infrac- 
ción realizada, los perjuicios ocasionados a la colectividad y la conve- 
niencia de destruir prácticas evasoras, en relación con la capacidad 
econóniica del infractor, sino que el monto de la sanción esté en rela- 
ción directa con la causa que originó la infracción y con el momento 
en que debe cubrirse la susodicha multa, estableciendo porcentajes 
fijos. Lo anterior encuadra en el concepto constitucional de multa ex- 
cesiva, pues con este proceder el legislador de ninguna manera permite 
a la autoridad calificadora de la sanción, su individualización para la 
fijación del monto de la misma. Si bien es cierto que el artículo 22 
constitucional no establece un límite para la imposiciGn de una multa, 
también lo es que para que ésta no resulte excesiva, es indispensable 
que el precepto secundario le otorgue a la autoridad sancionadora la 
facultad de determinar y valorar por sí misma, las circunstancias que 
se presenten en cada caso en que existan infracciones a las disposicio- 
nes fiscales, lo cual no sucede cuando la ley establece multas fijas, 
como son las previstas por el artículo 76 del Código Fiscal de la Fede- 
ración. En estas condiciones, debe concluirse que una multa resulta 
excesiva y por ende inconstitucional, cuando la misma se establece en 
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un porcentaje invariable y en su imposición no se pueden tomar en 
consideración los elementos citados. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO 
VI.30.5/4 

Amparo directo 478/89. Servicio San Felipe, S. A. 24 de enero de 1990. 
Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Manuel Marroquín Zaleta. Secretario: 
José de Jesús Echegaray Cabrera. 

Amparo directo 375/90. Corporaciones Chades, S. A. de C. V. 25 de sep- 
tiembre de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Manuel Marroquín 
Zaleta. Secretario: José de Jesús Echcgaray Cabrera. 

Amparo directo 404/90. Odíí Textil, S. A. de C. V. 9 de octubre de 1990. 
Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Manuel Maroquín Zaleta. Secretario: 
José de Jesús Echegaray Cabrera. 

Amparo directo 34/91. Integración Electrónica y Sistemas, S. A. de C. V. 
30 de agosto de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: Ana María Yolanda 
Ulloa de Rebollo. Secretario: José Manuel Torres Pérez. 

Amparo directo 221/95. Gloria Márquez Hernández. 14 de septiembre de 
1995. Unanimidad de votos. Ponente: Norma Fiallega Sánchez. Secretario: 
José Manuel Torres Pérez. 

PRESCRIPCIdN EN MATERIA AGRARIA. LA POSESION ANTE- 
R I O R  A LA VIGENCIA DE LA NUEVA LEY AGRARIA,  N O  DEBE 
TOMARSE EN CONSIDERACION PARA LOS EFECTOS DE LA.  

Si el quejoso aduce que la posesión calificada, presupuesto de la usu- 
capión, data desde hace más de quince años, cuando regía la derogada 
Ley Federal de Reforma Agraria, que no establecía la figura de pres- 
cripcih positiva, ello impide que pueda aplicarse la nueva Ley Agra- 
ria, que sí prevé esa institución, supuesto que ese ordenamiento entró 
en vigor a partir del veintisiete de febrero de mil novecientos noventa 
y dos, ya que de aplicarse a este asunto lo dispuesto por el articulo 48 
del nuevo ordenamiento legal agrario, implicaría violación al artícu- 
lo 14 de la Constitución Federal, que imperativamente establece que 
a ninguna ley se le puede dar efectos retroactivos en perjuicio de per- 
sona alguna. 

TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGESIMO CIRCUITO 
XX. J/15 

Amparo directo 610/93. Edén Gutiérrez Martínez y coagraviados. 10 de 
noviembre de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: Mariano Hernández To- 
rres. Secretaria: Patricia Esperanza Díaz Guzmán. 
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Amparo directo 47/94. José López Martínez. 10 de mano de 1994. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Mariano Hemández Torres. Secretario: José 
Emigdio Díaz López. 

Amparo directo 279/94. Ejido Mixcum del Municipio de Cacahoatán, 
Chiapas. 26 de mayo de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Mariano Her- 
n3ndez Torres. Secretario: Luis Armando hlijangos Robles. 

Amparo directo 91/95. Jacobo Gallegos Martínez. lo. de junio de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: Ángel Suárez Torres. Secretario: Ronay de 
J e ~ i s  Estrada Solís. 

Amparo directo 696/95. Margarita López Pérez. 7 de diciembre de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: Roberto Avendaño. Secretario: Enrique Ro- 
bles Solís. 

RECON17ErVCIóN. SU DESECHAMIENTO ES RECLAMABLE EN 
AAíPdZRO DIRECTO, P O R  AFECTAR EL DERECHO SUSTANTZ- 
V 0  d LA JURZSDZCCIóN. 

El artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Ricxicanos consigna que toda persona tiene derecho a que se le admi- 
nistre justicia, por tribünales que estarán expeditos para impartirla, 
en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones 
de inanera pronta, completa e imparcial. De esta norma constitucio- 
nal se desprende a favor del gobernado el derecho sustantivo a la 
jurisdicción, mediante el cual puede exigir a los órganos jurisdiccio- 
nales del Estado, la tramitacibn y resolución de los conflictos jurídicos 
en que sea parte, si satisface los requisitos fijados por la propia Cons- 
titución y las leyes secundarias. En éstas, el mencionado derecho sus- 
tantivo, visto en su aspecto activo, se conoce como derecho de acción, 
y puede ejercitarse mediante la iniciación de un juicio autónomo o a 
través de la reconvención, cuando así lo admitan las leyes aplicables. 
De manera que, cuando un órgano jurisdiccional desecha ilegalmente 
u11a reconvención, afecta de manera cierta, directa e inmediata el de- 
recho a la jurisdicción , y esto provoca una ejecución de imposible 
reparación, al impedir la tramitación y resolución del conflicto de 
derechos planteado en la contrademanda, y por esto procede en su con- 
tra el juicio de amparo indirecto, una vez agotados los recursos ordi- 
narios. 
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CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL 
DEL PRIMER CIRCUITO 
I.4o.C. 517 

Amparo directo 1293/92. Ludwing Alvarado Shafler. 23 de marzo de 1992. 
Unanimidad de votos. Ponente: Leonel Castillo González. Secretario: J. Jesús 
Contreras Coria. 

Ampara directo 6277/92. Cecilia Ferrer Cortés. 25 de noviembre de 1992. 
unanimidad de votos. Ponente: Mauro Miguel Reyes Zapata. Secretario: 
Luis Arellano Hobelsberger. 

Amparo directo 374/93. Altagracia Barragán de Viruete. 11 de febrero de 
1993. Unanimidad de votos. Ponente: Leonel Castillo González. Secretario: 
José Juan Bracamontes Cuevas. 

Amparo directo 604/95. Angel Hernández Vida1 y otra. 16 de febrero de 
1995. Unanimidad de votos. Ponente: Leonel Castillo González. Secretario: 
Eliseo Puga Cervantes. 

Amparo directo 7004/95. Octavio Alejandro Ruvalcaba Fregoso. 18 de ene- 
ro de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Mauro Miguel Reyes Za~a ta .  
Secretario : Eliseo Puga Cervantes. 

MARZO 

PRIMERA SALA 

POSESIÓN DE ESTUPEFACIENTES Y PSICOTRÓPICOS EN DE- 
LITOS C O N T R A  LA SALUD. SU NECESARIA VZNCULACZdN 
CON LA FINALIDAD. 

E1 tipo penal previsto en el artículo 195 del Código Penal Federal 
establece sanción para el poseedor de alguno de los estupefacientes y 
psicotrópicos señalados en el normativo 193, pero ello siempre y cuan- 
do esa posesi&n sea con la finalidad de realizar alguna de las conductas 
previstas en el artículo 194. Para el acreditamiento del elemento sub- 
jetivo es sin duda la confesión un medio idóneo aunque por sí sola 
no es suficiente, pues en la mayoría de los casos en que ella exista ha- 
brá que vincularla con otras que estén aparejadas, con la comproba- 
ción del resto de los elementos típicos de carácter objetivo. Resulta, 
por tanto, necesario demostrar primeramente los elementos de carácter 
objetivo del tipo penal, como son: la existencia de la droga, el tipo y 
la cantidad de la misma que el sujeto poseía (o transportaba), así 
como circunstancias del lugar, tiempo, y ocasión; después habrá que 
analizar la existencia de los elementos subjetivos, como son el dolo y 

www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1996. Universidad Nacional Autónoma de México, 
Facultad de Derecho

http://www.juridicas.unam.mx
http://biblio.juridicas.unam.mx


JURISPRUDENCIA 293 

la especial finalidad, para lo cual es idónea la confesi6n del inculpado 
de que efectivamente la poseía y que la llevaba consigo para realizar 
alguna de las acciones a que se refiere el artículo 194, es decir, co- 
merciar, traficar, introducir, etcétera. En tales circunstancias, el juzga- 
dor al resolver debe efectuar un enlace concatenado de los elementos 
objetivos con el aspecto subjetivo, y con todo ello determinar la fina- 
lidad del agente respecto del destino del narcótico, no resultando por 
tanto suficiente la sola afirmación aislada de dicha circunstancia sin 
la ~inculación con otros medios de prueba. 

Contradicción de tesis 5/93. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 
Colegiado del Quinto Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo 
Primer Circuito. 16 de febrero de 1936. Cinco votos. Ponente: Juventino V. 
Castro y Castro. Secretaria: María Elena Leguízamo Ferrer. 

Tesis de jurisprudencia 7/96. Aprobada por la Primera Sala de este allto 
tribunal, en sesión de dieciséis de febrero de mil novecientos noventa y seis, 
por unanimidad de cinco votos de los Ministros: presidente Juventino V. Cas- 
tro y Castro, Huniberto Román Palacios, José de Jesús Gudiño Pelayo, Juan 
N. Silva Meza y Olga María Sánchez Cordero de García Villegas. 

SEGUNDA SALA 

DESPIDO. LA NEGATIVA DEL AUSMO Y LA ACLARACZdN DE 
QUE EL TRABAJADOR DEJÓ DE PRESENTARSE A LABORAR 
ATO CONFIGURA U N A  EXCEPCZÓN. 

De los artículos 784 y 804 de la Ley Federal del Trabajo, se infiere 
la regla general de que toca al patrón la carga de probar los elemen- 
tos esenciales de la relación laboral, incluidas su terminación o sub- 
sistencia, de tal manera que aun ante la negativa del despido, debe 
demostrar su aserto. En ese supuesto, si el trabajador funda su deman- 
da en el hecho esencial de que fue despedido y el demandado en su 
contestación lo niega, con la sola aclaración de que a partir de la fecha 
precisada por el actor, el mismo dejó de acudir a realizar sus labores, 
sin indicar el motivo a que atribuye la ausencia, no se revierte la carga 
de la prueba, ni dicha manifestación es apta para ser considerada 
como una excepción, porque al no haberse invocado una causa espe- 
cifica de la inasistencia del actor, con la finalidad del patrón de libe- 
rarse de responsabilidad, destruyendo o modificando los fundamentos 
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de la acción ejercitada, se está en presencia de una contestación defi- 
ciente que impide a la Junta realizar el estudio de pruebas relativas 
a hechos que no fueron expuestos en la contestación de la demanda, 
porque de hacerlo así, contravendría lo dispuesto por los artículos 777, 
779 y 878, fracción IV de la propia Ley, por alterar el planteamiento 
de la litis en evidente perjuicio para el actor. Además, de tenerse por 
opuesta la excepción de abandono de empleo o cualquiera otra, se 
impondría al patróa la carga de probar una excepción no hecha valer. 
En consecuencia, al no ser apto para tomarse en consideración la ma- 
nifestación a que se alude, debe resolverse el conflicto como si la 
negativa del despido se hubiera opuesto en forma lisa y ilaxi. con 
lo cual debe entenderse que corresponde al p a t r h  la carga de ticsvir- 
tuar el despido, salvo el caso eii que la negativa vaya aparejac?:i con 
el ofrecimiento del trabajo. 

Contradicción de tesis 67/95. Entre las sustentadas por el Segundo Tribu- 
nal Colegiado del Quinto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Oc- 
tavo Circuito. 16 de febrero 1996. Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela 
Güitrón. Secretario: Víctor Francisco Mota Cienfuegos. 

Tesis de jurisprudencia 9/96. Aprobada por la Segunda Sala de esv alto 
tribunal, en sesión pública de dieciséis de febrero de mil novecientos noventa 
y seis por cinco votos de los Ministros: Juan Díaz Romero, Muriano Azucln 
Güitrón, Guillermo 1. Ortiz Mayagoitia, Sergio Salvador Aguirre .4nguiano 
y presidente Genaro David Góngora Pimentel. 

ABUSO DE CONFIANZA, ELEMENTOS DEL DELITO DE. 

Los tres elementos que constituyen la figura delictiva denonhada 
abuso de confianza son: la entrega de la cosa, en virtud de la coiifiaii- 
za o de un contrato que no transfiere el dominio; que la coniimza 
haya sido alcanzada con fines distintos del de disponer de lo ajeno, y 
que el acusado disponga de los fondos para otros objetos distirrtos de 
los indicados, sabiendo que no le pertenecían. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO 
VI.20. J/45 

Amparo en revisión 260/90. Virginia Trujillo Juárez. 5 de septie~nlxe de 
1990. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secrctririo: 
Humberto Schettino Reyna. 
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Amparo directo 323/91. José Salas Guerrero. 18 de noviembre de 1991. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Hum- 
berto Schettino Reyna. 

Amparo directo 337/91. Alfredo Rosete Sánchez. 6 de diciembre de 1991. 
Unanimidad de votos. Ponente : Amoldo Nájera Virgen. Secretario : Gonzalo 
Carrera Molina. 

Amparo en revisión 362/94. Olaf Urbano Morales Dávila. 19 de octubre 
de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Humberto Cabrera Vázquez. Secre- 
tario: Enrique Baigts Muñoz. 

Amparo directo 21/96. Olaf Urbano Morales Dávila. 28 de febrero de 1996. 
Unanimidad de votos. Ponente: María Eugenia Estela Martínez Cardid. Se- 
cretario: Enrique Baigts Muñoz. 

AGRAVIOS EN L A  APELACIÓN. SU F A L T A  DE ESTUDIO ES 
VIOLATOKZA IIE G A R A N T f A S  Y HACE INNECESARIO RESOL- 
VER ACERCA DE LOS DEAfAS CONCEPTOS DE VZOÍACZóN. 

Si el fallo combatido es omiso en el estudio de los agravios formu- 
lados al respecto, y nada se dice para declararlos infundados o inope- 
rantes, se advierte una franca violación al artículo 364 del Código 
Federal de Procedimientos Penales, en su primera parte, en la que es- 
tablece que la segunda instancia se abrirá a petición de parte legitima 
para resolver sobre los agravios que estima el apelante le cause la re- 
solución recurrida. Ahora bien, si conforme al artículo ya citado y lo 
dispuesto además por el diverso 363, el recurso de apelación tiene por 
objeto que el superior examine si en la sentencia recurrida se aplicó 
inexactamente la ley, si se violaron los principios que regulan la va- 
loración de las pruebas o si se alteraron los hechos, es obvio que el 
fallo de segunda instancia tiene que abordar el estudio completo de 
los agravios hechos valer por el apelante, pues constituyen éstos la ma- 
teria de la alzada, no siendo legalmente suficiente con que el fallo 
del ad qzrem exprese que la resolución de primer grado debe confir- 
marse, sin que antes funde y motive el desechamiento de los aspectos 
y problemas jurídicos planteados en los agravios, con mayor raz6n si 
en el pliego respectivo el apelante pretende desincorporarse del tipo 
delictuoso en que fue comprendido, asegurando, que éste fue mal 
clasificado atenta su conducta delictuosa, si es que la hubo. Por estas 
razones, se estima que la sentencia así dictada es violatoria de garan- 
tías contra el quejoso y, sin que sea necesario el estudio de los demás 
conceptos de violación, procede que se le conceda el amparo a aquél, 
para el efecto de que el tribunal responsable deje insubsistente su 
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fallo y dicte uno nuevo, previo el estudio de todos los agravios hechos 
valer en la apelación, resolviendo en consecuencia lo que estime legal- 
mente procedente. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO 
DEL VIGÉSIMO PRIMER CIRCUITO 
XXI.lo.J/2 

Amparo directo 287/93. José Luis Garibo Martínez y otro. 25 de noviem- 
bre de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: José Refugio Raya Arredondo. 
Secretario: Víctor Hugo Enríquez Pogán. 

Amparo directo 22/94. Paulino Soto Delgado. 10 de febrero de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: Juan Vilchis Sierra. 

Amparo directo 120/94. Rufino Vélez Giles. 21 de abril de 1994. Unani- 
midad de votos. Ponente: Juan Vilchis Sierra. 

Amparo directo 472/94. Rufina Martínez Pinzón. 5 de enero de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: Mario Roberto Cantú Barajas. Secretario: 
Fernando liodríguez Escárcega. 

Amparo directo 489/95. Tranquilino o Alejandro Mariano Ramos. 7 de 
noviembre de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: José Fernando Suárez 
Correa. Secretario: Gabnel Costilla Hernández. 

Nota: Véase tesis relacionada con la jurisprudencia número 100, Apéndi- 
ce al Semanario Judicial de la Federación 1917-1988, Segunda Parte, Salas 
y Tesis Comunes, p. 167. 

CONCEPTOS DE VIOLACIóN EN AMPARO DIRECTO.  EN MA- 
T E R I A  CIVIL DEBEN REFERIRSE A LA T O T A L I D A D  DE LOS 
ARGUMENTOS LEGALES EN QUE SE APOYA L A  SENTENCIA 
RECLAMADA. 

Si los conceptos de violación hechos valer en un amparo directo en 
materia civil no se refieren a la totalidad de los razonamientos legales 
en que se apoya la sentencia constitutiva del acto reclamado, el am- 
paro debe negarse por carecer el Tribunal Colegiado de facultades 
legales para decidir acerca de la constitucionalidad o inconstituciona- 
lidacl de los razonamientos no impugnados, puesto que de hacerlo, 
equivaldría a que se supiera la deficiencia de la queja, no autorizada 
por el artículo 76 bis de la Ley de Amparo, en asuntos de la natura- 
leza especificada. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO 
DEL VIGESIMO PRIMER CIRCUITO 
XXI.lo.J/3 

Amparo directo 312/93. Max Bienes Raíces, S. A. 6 de enero de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: Juan Vilchiz Sierra. Secretario: Eduardo 
Alberto Olea Salgado. 

Amparo directo 334/93. José Antonio Cárdenas Morales y otra. 20 de ene- 
ro de 1394. Unanimidad de votos. Ponente: José Refugio Raya Arredondo. 
Secretario: Víctor Hugo Enríquez Pogán. 

Amparo directo 186/95. Joaquín Mejía Moctezuma. 4 de mayo de 1995. 
CTnanimidad de votos. Ponente: Mario Roberto Cantú Barajas. Secretario: 
Fernmdo Rodríguez Escárcega. 

Amparo directo 339/95. Javier Yumbe Bautista. 24 de agosto de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Refugio Raya Arredondo. Secretario: 
Víctor Hugo Enríquez P o g h  

Amparo directo 498/95. Gonzalo Latabán Hernández. 7 de noviembre de 
1995. Unanimidad de votos. Ponente: José Refugio Raya Arredondo. Secre- 
t-rio : Eduardo Flamand Merino. 

Nota: Véase la jurisprudencia 667, tomo IV del Apéndice al Semanario Judicial de 
F e d m c i ó n  1917-1995, pp. 492 y 493. 

COPIAS FOTOSTATICAS SIMPLES. RESULTAN INSUFZCIENTES 
P,4RA ACREDITAR L A  EXISTENCIA DEL A C T O  RECLAMADO. 

Resultan insuficientes las copias fotostáticas simples, carentes de cer- 
tificacih para acreditar la existencia del acto reclamado, en atención 
.a lo dispuesto por el artículo 217, del Código Federal de Procedimien- 
.tos Civiles de aplicacibn supletoria a la Ley de Amparo. 

TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGESIMO CIRCUITO 
XX. J / lS  

Recurso de revisión 55/94. Gustavo González Niz. 7 de abril de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: Ángel Suárez Torres. Secretario: Ronay de 
Jesús Estrada Solís. 

Recurso de revisión 548/94. Leocadio Ramírez Roblero y otros. 23 de 
marzo de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Ángel Suárez Torres. Secre- 
tario: Ronay de Jesús Estrada Solís. 

Recurso de revisión 264/95. Alma de la Torre Humarán de Beutelspacher. 
5 de octubre de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Ángel Suárez Torres. 
Secretario: Ronay de Jesús Estrada Solís. 
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Amparo en revisión 239/95. Julio Córdova Bravo y otros. 3 de noviembre 
de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Angel Suárez Torres. Secretario: 
Ronay de Jesús Estrada Solís. 

Amparo en revisión 441/95. José María Domínguez Alejandro. lo. de fe- 
brero de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco A. Velasco Santia- 
go. Secretario: Rafael León González. 

DlCTAMENES PERICIALES EN MATERIA PENAL, OPORTUNI-  
DAD PARA IMPUGNARLOS.  

Tratándose d e  peritajes e n  materia penal, éstos deben ser impugna- 
dos por l a  parte a quien afectan, durante  l a  instrucción del proceso 
penal respectivo, y mediante el desahogo d e  pruebas idóneas para des- 
virtuarlos, por lo  que la  simple inconformidad mostrada a l  contestar 
las conclusiones del Ministerio Público o e n  los agravios d e  la segunda 

instancia, es extemporánea y carece además de consistencia por fa l ta  

de apoyo probatorio. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL 
DEL TERCER CIRCUITO 
1lI.lo.P. 512 

Amparo directo 237189. José Margarito Torres Ortiz. 2 de marzo de 1900. 
Unanimidad de votos. Ponente : J. Guadalupe Torres Morales. Secretario : 
José Manuel Arballo Flores. 

Amparo directo 5/91. David Villegas Curiel. 17 de septiembre de 1991. 
Unanimidad de votos. Ponente: Lucio Lira Martínez. Secretario: Artiiro 
Ramírez Pérez. 

Amparo directo 379/91. Abraham Gonzá'lez Muñoz. 24 de septiembre de 
1992. Unanimidad de votos. Ponente: Lucio Lira Martínez. Secretario: Al- 
berto Espinoza Márquez. 

Amparo directo 179/95. Timoteo Bejarano Ramírez. 7 de septiembre de 
1995. Unanimidad de votos. Ponente: Alfonso Núñez Salas. Secretario: Fran- 
cisco Javier Ruvalcaba Guerrero. 

Amparo directo 201/95. Macario González García. 23 de octubre de 10<)3. 
Unanimidad de votos. Ponente: J. Guadalupe Torres Morales. Secretario: 
José Luis González. 

L a  debida fundamentacibn y motivación legal, deben entenderse, 
por lo  primero, la cita del precepto legal aplicable al caso, y por l o  
segundo, las razones, motivos o circunstancias especiales q u e  llevaron 
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a la autoridad a concluir que el caso particular encuadra en el supues- 
to previsto por la norma legal invocada como fundamento. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO 
VI.20.5/43 

Amparo directo 194/88. Bufete Industrial Construcciones, S. A. de C. V. 
28 de junio de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Ran- 
gel. Secretario: Jorge Alberto González Álvarez. 

Revisión fiscal 103/88. Instituto Mexicano del Seguro Social. 18 de octu- 
bre de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Amoldo Nájera Virgen. Secre- 
tario : Allejandro Esponda Rincón. 

Amparo en revisión 333/88. Adilia Romero. 26 de octubre de 1988. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Amoldo Nájera Virgen. Secretario: Enrique 
Crispín Campos Ramírez. 

Amparo en revisión 597/95. Emilio Maurer Bretón. 15 de noviembre de 
1995. Unanimidad de votos. Ponente: Clementina Ramírez Moguel Goyzue- 
ta. Secretario: Gonzalo Carrera Molina. 

Amparo directo 7/96. Pedro Vicente Upez  Miro. 21 de febrero de 1996. 
Unanimidad de votos. Ponente: María Eugenia Estela Martínez Cardiel. 
Secretario: Enrique Baigts Muñoz. 

INTEGRACIÓN DE LA FORMA DE VALORACIÓN A QUE SE 
REFIERE EL ARTICULO 261 DEL CÓDIGO DE PROCEDZMIEN- 
TOS PENALES PARA EL DISTRITO FEDERAL. 

Para la integracibn de la prueba a que se refiere el artículo 261 del 
Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, es menes- 
ter que cada uno de los hechos en que se funde, se encuentre plena- 
mente demostrado, iio solamente inferirse a base de suposiciones o 
apreciaciones de índole subjetivo; para así estar en condiciones de 
analizarlos en su conjunto y llegar al conocimiento de la verdad pre- 
tendida en todo juicio lógico-jurídico. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL 
DEL PRIMER CIRCUITO 
I.40.P. J /  1 

Amparo directo 212/93. Pedro Herrera Sandoval. 16 de marzo de 1993. 
Unanimidad de votos. Ponente: Alfonso Manuel Patiño Vallejo. Secretario: 
Francisco Fong Hemández. 

Amparo directo 192/94. Mario Márquez Pozo. 9 de marzo de 1994. Una- 
midad de votos. Ponente: Alfonso Manuel Patiño Vallejo. Secretario: Fran- 
cisco Fong Hernández. 
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Amparo directo 1092/94. Héctor Jesús Alonso Reyes. 11 de agosto de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Hernández Reyes. secretario: Car- 
los Humberto Arias Romo. 

Amparo directo 1884/94. Julio Ignacio García Meza. 13 de marzo de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: Alfonso Manuel Patiño Vallejo. Secretario: 
Francisco Fong Hernández. 

Amparo en revisión 116/95. Juan Francisco González Morales. 11 de abril 
de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Alfonso Manuel Patiño Vallejo. 
Secretario: Francisco Fong Hernández. 

PROCEDZiMlENTO PENAL. REPOSZCION DEL. CUANDO N O  SE 
DESIGNA PERITO INTÉRPRETE A UNA PERSONA QUE N O  
HABLA CASTELLANO. (LEGISLACION DEL ESTADO DE CHZA- 
PAS). 

Cuando en la declaración preparatoria no se designa perito intérpre- 
te a un indígena que no habla castellano sino únicamente dialecto, 
ello lo deja en estado de indefensión, ya que no puede enterarse del 
nombre de su acusador; de las personas que deponen en su contra, 
el delito que se le imputa, naturaleza y causa de la acusación, ni tuvo 
oportunidad de preparar su defensa al no poder designar un defensor 
que lo patrocine. 

TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGESIMO CIRCUITO 
XX. 5/20 

Amparo directo 31/88. Domingo Meza Jiménez. 31 de mayo de 1088. 
Unanimidad de votos. Ponente: Homero Ruiz Velázquez. Secretario: Stalin 
Rodríguez López. 

Amparo directo 433/90. Mateo Méndez Gómez 11 de abril de 1991. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Francisco A. Velasco Santiago. Secretario: José 
Gabriel Clemente Rodríguez. 

Amparo directo 319/93. Marcelino Velasco Gómez. 10 de junio de 1993. 
unanimidad de votos. Ponente : Mariano Hemández Torres. Secretario : Noé 
Gutiérrez Díaz. 

Amparo directo 243/95. Gilberto Jiménez Pérez. 27 de abril de 1995. Una- 
nimidad de votos. Ponente: h g d  Suárez Torres. Secretario: Ramiro Joel 
Ramírez Sánchez. 

Amparo directo 1069/95. Nicolás Juárez Gómez. 22 de febrero de 1996. 
Unanimidad de votos. Ponente: Roberto Avendaño. Secretario: Enrique Ro- 
bles Solís. 
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PRUEBA CONFESZONAL. CONFESZÓN DE UN CODEMANDADO, 
N O  PERJUDICA A O T R O  CODEMANDADO. 

La confesión ficta de uno de los demandados, obtenida porque deje 
de contestar la demanda como porque omita presentarse a absolver po- 
siciones o la confesión expresa que produzca al responder el reclamo 
o al contestar las preguntas que se le formulen en la confesional a su 
cargo sólo puede perjudicar a esa parte, no a las demás que intervie- 
nen con igual carácter en el juicio (de demandados), supuesto que la 
confesión tiende a recoger hechos que perjudican a quien la p~oduce, 
no que per.judiquen a su colitigante. 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO 
DEL TERCER CIRCUITO 
1II.T. J/8 

Amparo directo 42/90. Rita Monroy Pmdencio. 4 de abril de 1990. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Alfonsina Berta Navarro Hidalgo. Secretaria: 
Esperanza Guadalupe Farías Flores. 

Amparo directo 3/92. Vallarta Internacional, S. A. de C. V., operadora 
del Hotel Buganvilias Sheraton. 26 de febrero de 1992. Unanimidad de vo- 
tos. Ponente: Andrés Cruz Martínez. Secretario: Roberto Ruiz Martínez. 

Amparo directo 123/94. José María Parra Hernández y otros. 18 de mayo 
de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: José de Jesús Rodríguez Martínez. 
Secretario: José de Jesús Murrieta López. 

Amparo directo 56/95. Jorge Francisco Vázquez Vidaurri. 26 de abril de 
1995. Unanimidad de votos. Ponente: José de Jesús Rodríguez Martínez* 
Secretario : Antonio Vddivia Hemández. 

Amparo directo 447/95. María Sonia Guadalupe García Méndez viuda de 
Garzón. 14 de febrero de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Alfonsina 
Berta Navarro Hidalgo. Secretario: Omar Espinoza Hoyo. 

RECURSO DE REVISIÓN. EL AGENTE DEL MINISTERIO PO- 
BLZCO FEDERAL CARECE DE INTERÉS JURfDICO PARA IN- 
TERPONERLO EN U N  JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN 
EL QUE EL ACTO RECLAMADO N O  AFECTA EL INTERÉS 
PUBLICO. 

El artículo 50. de la Ley de Amparo reconoce como parte en los jui- 
cios de amparo al Ministerio Público Federal y lo faculta para inter- 
poner los recursos previstos en la citada Ley, sin embargo en su parte 
in fine proscribe esa facultad en tratándose de amparos indirectos en 
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materia civil o mercantil en los que únicamente se vean afectados 
intereses de particulares, asuntos en los que no podrá interponer re- 
curso alguno, excluyendo la materia familiar. Acorde a lo anterior, la 
fracción XV del artículo 107 de la Carta Magna considera como par- 
tes en el juicio de amparo al procurador general de la República y al 
agente del Ministerio Público que designare y añade que podrán omi- 
tir su intervención en aquellos asuntos que carezcan de interés pú- 
blico, esto es, podrán interponer el recurso de revisión solamente en 
aquellos en que sí afecten directamente dicho inlei-és, como pueden 
ser asuntos de carácter penal para la prevención o represión de los 
delitos, o familiares cuando se vean afectados derechos de menores, 
en los que Ia sociedad está interesada, requisito indispensable para 
pretender mediante el recurso que se analice el fondo constitucional 
de la controversia planteada. En estas condiciones, cuando el acto re- 
clamado deriva de un juicio en el que únicamente se controvierten 
derechos que afectan intereses particulares de los contendientes, resul- 
ta obvio que dicha institución no es una de las partes vencidas en el 
juicio de amparo, y si no es titular de derecho alguno no puede pre- 
tender la revocación de una resolución que no perjudica el interés 
público que es su obligación salvaguardar. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO 
DEL DÉCIMO QUINTO CIRCUITO 
xV.10. J /3  

Amparo en revisión 34/94. Agente del Ministerio Público Federal adscrito 
al Juzgado Primero de Distrito. 8 de febrero de 1994. Unanimidad de votos. 
Ponente : Miguel Angel Morales Hemández. Secretaria : Magdalena Díaz 
Beltrán. 

Amparo en revisión 33/94. Agente del Ministerio Público Federal. 16 de 
febrero de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Molina Torres. Secre- 
taria: Elia Muñoz Aguilar. 

Amparo en revisión 390/94. Agente del Ministerio Público Federal adscri- 
to al Juzgado Segundo de Distrito en el Estado. 10 de enero de 1995. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Miguel Angel Morales Hernández. Secretaria: 
Magdalena Diaz Beltrán. 

Amparo en revisión 23/96. Agente del Ministerio Público Federal adscrito 
al Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado. 14 de febrero de 1996. Unani- 
midad de votos. Ponente: Raúl Molina Torres. Secretaria: Elia Muñoz 
Aguilar. 

Amparo en revisión 50/96. Agente del Ministerio Público Federal adscrito 
al Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado. 14 de febrero de 1996. Unanimi- 
dad de votos. Ponente: Raúl MoIina Torres. Secretaria: Elia Muñoz Aguilar. 
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REPOSICZÓN DEL PX0CEL)IhIIENTO P O R  INCUMPLIMIENTO 
DEL A R T I C U L O  78 DE L A  LEY DE A M P A R O .  

El último párrafo del articulo 78 de la Ley de Amparo reformado 
por Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el diez de 
enero de mil novecientos noventa y cuatro, dice: "El Juez de amparo 
deberá recabar oficiosamente pruebas que, habiendo sido rendidas 
ante la responsable, no obren en autos y estime necesarias para la reso- 
lución del asunto"; en tales circunstancias, si el Juez natural única- 
mente remitió al Juez de Distrito copia certificada del auto de formal 
prisiGn, no así las relativas a la averiguación previa en que apoyó tal 
acto, el n quo, atento a lo ordenado por el precepto citado, estaba 
oldigado oficiosamente a proveer lo necesario para que estos últin~os 
elementos de convicción obraran en los autos, y en esas condiciones 
estuviese en posibilidad de resolver el fondo de la controversia plan- 
teada y al no haber actuado de esa manera, incurri6 en una omisión 
que dejó en estado de indefensión al recurrente; por lo que se debe 
ordenar la reposición del procedimiento, con apoyo en lo que previene 
la fracción IV del articulo 91 de la ley de la materia. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO 
DEL VIGÉSIMO PRIMER CIRCUITO 
XXI.10. J /1 

Amparo en revisión 74/94. Edilberto Flores Flores. 17 de marzo de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Refugio Raya Arredondo. Secretario: 
Enrique Valencia Lira. 

Amparo en revisión 159/94. Uriel Añorve Vargas. 19 de mayo de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Refugio Raya Arredondo. Secretario: 
Jesús Casarrubias Ortega. 

Amparo en revisión 133/95. Paula Avilez Burgos. 12 de mayo de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Refugio Raya Arredondo. Secretario: 
Eduardo Flamand Merino. 

Amparo en revisión 137/95. Alicia Sánchez Chazari. 12 de mayo de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: Mario Roberto Cantú Barajas. Secretario: 
Fernando Rodríguez Escárcega. 

Amparo en revisión 150/95. Javier Radiila Ríos y otro. 18 de mayo de 
1995. Unanimidad de votos. Ponente: José Refugio Raya Arredondo. Secre- 
tario: Víctor Hugo Enríquez Pogán. 
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REVZSIÓN. RECURSO DE, EN MATERIA  AGRARIA.  SdLO PRO- 
CEZIE EN XÉRMINOS DEL ARTíCULO 198, FZZACCIÓN ZI DE L A  
L L Y  AGRARIA,  C O N T R A  LAS SENTENCIAS DICTADAS POR E L  
T K I B V N A L  UNITAHIO SOBRE RESIITUCZÓN DE TIERRAS DE 
NÚCLEOS DE POBLACIÓN EJZDAL O COAIUNAL. 

Si bien el artículo 198, fracción 11 de Ia Ley Agraria dispone que: 
"El recurso de revisión en nratcria agraria procede contra la seritencia 
de los TribunaIes Agrarios que resuelvan en primera instancia sobre: 
'. . .La tramitación de un juicio agrario que reclame la restitución de 
tierras ejidales.. .' ", no distinguiendo respecto de juicios restitutorios 
tramitados por níicleos de población ejidal y los promovidos sobre uni- 
dades de dotación por ejidatarios en lo particular; a efecto de precisar 
los alcances de ese precepto, debe examinarse coetáneamente con el 
90. de la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios, en que se precisa, 
entre otras cuestiones, cuáles son los juicios de los que pueda conocer 
en revisión e1 tribunal encargado de resolver ese recurso, que lo es el 
superior agrario, en términos del artículo 200 de la Ley Agraria; pre- 
cepto 90. que en su fracción 11 dispone que dicho tribunal será com- 
petente para conocer ". . .II. Del recurso de revisih de sentencias de 
los Tribunales Unitarios relativas a restitución de tierras de núcleos 
de población ejidal o comunal", señalándose en su fracción Vi11 que 
también le corresponde conocer ". . .De los demás asuntos que las leyes 
expresamente le confieran"; lo que permite concluir, haciendo uso de 
una correcta hermenéutica jurídica, que la procedencia del recurso 
de revisión previsto en la fracción II del artículo 198 de la Ley 24gra- 
ria, sólo se actualiza en tratándose de juicios de restitución de tierras 
de núcleos de población ejidal o conlunal, no así respecto de los que 
versen sobre restitución de unidades de dotaciún de ejidatarios en lo 
particular. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO 
DEL DÉCIMO PRIMER CIRCUITO 
XI.20. J/6 

Amparo directo 619/94. Jorge Uribe Partida y otra. 10 de marzo de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: Salvador Enrique Castillo Morales. Secreta- 
ria: María Guadalupe Molina Covarmbias. 

Amparo directo 392/95. Poblado El Sabino, Municipio de Marcos Caste- 
llanos, Mich. 7 de agosto de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Juan 
Díaz Ponce de León. Secretario: Gilberto Díaz Ortiz. 
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Amparo directo 509/95. Ciriaco Murillo Gallegos y otros. 17 de agosto de 
1995. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Murillo Delgado. Secretario: 
Octavio Chávez López. 

Amparo directo 576/95. María Delfina Herminia Carrillo Monroy. 14 de 
septiembre de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Murillo Delgado. 
Secretaria: Libertad Rodríguez Verduzco. 

Amparo directo 833/95. Gabino Cemantes Aguilar. 31 de enero de 1396. 
Unanimidad de votos. Ponente: Salvador Enrique Castillo Morales. Secreta- 
ria: Ireri Amezcua Estrada. 

VEHfCULOS AUTOMOTORES.  EI, SOLO INFORME DE SU RE- 
GISTRO N O  BASTA PAKA DEMOSTRAR QUIKN ES EL PROPZE- 
T A R I O  DE LOS. 

La circunstancia de que un vehículo automotor se encuentre regis- 
trado a nombre de determinada persona en el Departamento de Trán- 
sito del Estado de Jalisco, no significa, necesariamente, que ella sea 
la propietaria del mismo, ya que la transmisión de los derechos co- 
rrespondientes, no se efectúa a consecuencia de dicho registro, sino 
por virtud del acto jurídico celebrado entre las partes para ese fin. 
Además, es un hecho frecuentemente practicado y por demás notorio, 
que algunas personas, al vender automotores, aceptan que éstos con- 
tinúen figurando a su nombre en el Departamento de Tránsito, con 
posterioridad a la fecha en que se celebró la operación, ello a cambio 
de que el adquirente les extienda una simple manifestación por escri- 
to en donde se hace res~onsable del uso que se de al bien mueble ma- 
teria de la compraventa. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIITIL ', 

DEL TERCER CIRCUITO 
III.20.C. 512 

Amparo directo 115/94. Soledad Toscano Méndez. 14 de abril de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: Rodolfo Moreno Ballinas Secretario: Ricar- 
do Lepe Lechuga. 

Amparo directo 480/94. Agapito González y González. 7 de julio de 1994. 
Unanimidad de rotos. Ponente: Rodolfo Moreno Balllinas. Secretario: Ri- 
cardo Lepe Lechuga. 

- Recurso de revisión 215/95. María del Carmen González de Dávalos. 11 de 
abril de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Julio López Beltrán. 
Secretario: Jorge Arciniega Franco. 

Recurso de revisión 338/95. Carlos Francisco Arias Esparza. lo. de junio 
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de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Julio López Beltrán. Secre- 
tario: Jorge Arciniega Franco. 

Recurso de revisión 892/95. José Méndez López. 11 de enero de 1996. 
Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Julio López Beltrán. Secretario: Jorge 
Arciniega Franco. 

ABRIL 

SEGUNDA SALA 

COMPETENCIA LABORAL, LOS CONFLICTOS DE ESTE TIPO, 
CORRESPONDE RESOLVERLOS, EN LA ACTUALIDAD, A LA 
SEGUNDA SALA DE L A  SUPREMA C O R T E  DE JUSTICIA DE 
LA N A C I ó N .  

El  artículo 705, fracción 111, inciso d) de la Ley Federal del  Traba-  
jo, reserva a l a  anterior Cuarta Sala d e  l a  Suprema Corte d e  Justicia 
d e  l a  Nación, l a  facultad d e  soIucionar todos los conflictos competen- 
ciales suscitados entre las "Juntas Locales o Federales de Conciliaci6n 
y Arbitraje y o t ro  órgano jurisdiccional"; e n  la actualidad, debido a 
l a  reestructuracibn orgánica del más a l to  tribunal, derivada d e  las re- 
formas constitucionales publicadas e n  el  Diario Oficial de la Federa- 
ción el  31 d e  diciembre d e  1994, l a  disposición legal citada debe rela- 
cionarse con l a  Segunda Sala, para establecer q u e  a ésta corresponde 
el conocimiento d e  tales problemas de competencia, en términos del 
art ículo 21, fracción VI d e  l a  Ley Orgánica del Poder Judicial d e  l a  
Federación, ya que a dicha Segunda Sala se le confirió el conocimien- 

to  y decisión d e  los asuntos en  materias administrativa y del trabajo. 

Competencia 27/96. Suscitada entre la Junta Especial Número Tres de la 
Local de Conciliación y Arbitraje del Distrito Federal y la Segunda Sala 
del Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje en el Distrito Federal. 
10. de marzo de 1996. Cinco votos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre An- 
piano. Secretaria: Adela Domínguez Salazar. 

Competencia 29/96. Suscitada entre la Junta Especial Número Cuarenta y 
Ocho de la Federal de Conciliación y Arbitraje en el Estado de Campeche 
y la Junta Especial1 Número Uno de la Local de Conciliación y Arbitraje 
del Estado de Campeche. lo. de marzo de 1996. Cinco votos. Ponente: hla- 
riano Azuela Güitrón. Secretario: Jorge Dionisio Guzmán González. 
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Competencia 506/93. Suscitada entre la Junta Especial Número Diez de la 
Federal de Conciliación y Arbitraje en el Distrito Federal y el Juez Noveno 
de lo Civil en el Distrito Federal. lo. de marzo de 1996. Cinco votos. PO- 
nente: Guillermo 1. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Alfredo E. Báez López. 

Competencia 40/96. Suscitada entre la Junta Local1 de Conciliación y Ar- 
bitraje en el Estado de Durango y la Junta Especial Número Veintisiete de 
la Federal de Conciliación y Arbitraje en ese Estado. 15 de m a m  de 1996. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. 
Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: Víctor Francisco Mota 
C:ienfuegos. 

Competencia 55/96. Suscitada entre la Junta Especial Número Veinticua- 
tro de la Federal de Conciliación y Arbitraje en el Estado de Aguascalientes 
y la Junta Local de Conciliación y Arbitraje en el mismo Estado. 15 de 
marzo de 1996. Cinco votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretaria: M. 
Angéllica Sanabria Martínez. 

Tesis de jurisprudencia 17/96. Aprobada por la Segunda Sala de este alto 
tribunal, en sesión pública de veintinueve de marzo d e  mil novecientos no- 
venta y seis, por unanimidad de cuatro votos de los Ministros: Juan Díaz 
Romero, Mariano Azuela Güitrón, Guillermo 1. Ortiz Mayagoitia y presi- 
dente Genaro David Góngora Pimentel. Ausente: Sergio Salvador Aguirre 
Aquiano. 

TRIBUNALES COLEGIADOS 

AilIPdRO EN MATERIA CIP'IL, TBRMINO PARA LA INTER- 
POSICION DEL. (LEGZSLACZON DEL ESTADO DE PUEBLA). 

El artículo 21 de la Ley de Amparo establece que el término para 
la interposición de la demanda de garantías será de quince días, con- 
tándose dicho término desde el día siguiente al en que haya surtido 
efecto, conforme a la ley del acto, la notificación al quejoso de la 
resolución o acuerdo que reclame. A su vez el artículo 62 del Código 
de Procedimientos Civiles para el Estado de Puebla, dice que los tér- 
nlinos judiciales empezarán a correr desde el día siguiente al en que 
se liubiere hecho la notificación y se contará en ellos el día del venci- 
miento. De lo anterior se infiere que en los juicios y procedimientos 
civiles, los términos surten efectos el mismo día en que se notifican 
y por el10 los términos principian a correr al día siguiente de la noti- 
ficación, a partir del cual se inicia el plazo de quince días para pre- 
sentar la demanda de garantías. 
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TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO 
VI.So.J/5 

Recurso de reclamación 2/89. Daniel Hidalgo Rodríguez Bueno. 29 de 
mano de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: Oscar Vázquez Marín. Secrc- 
tario: José Ignacio Vaiie Oropeza. 

Recurso de reclamación 10/90. María Bernardina López Flores. 5 de sep- 
tiembre de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Manuel Brito \'e- 
Iázquez. Secretario: José Manuel Torres Pérez. 

Recurso de reclamación 13/90. María Antonieta Maca1 de Rabiella. 5 de 
septiembre de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Olivia del Socorro Hei- 
ras Rentería. Secretaria: María de la Paz Flores Berruecos. 

Recurso de reclamación 14/90. Ramón González Salazar. 26 de septicni- 
bre de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Manuel Brito Velázquez. 
Secretario: José Manuel Torres Pérez. 

Amparo en revisión 33/96. Inmobiliaria Maen, S. A. de C. V. lo. de fe- 
brero de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Olivia Heiras de Mancicidor. 
Secretaria: María de la Paz Flores Berruecos. 

INVALIDEZ, ESTADO DE. LA PRUEBA PERICZAL ES SUFICIEN- 
T E  PARA ACREDITAR EL. 

Para establecer la procedencia de la pensión de invalidez demanda- 
da en un juicio laboral, basta que el actor ofrezca y desahogue la 
prueba pericia1 médica que determine que padece enfermedades de or- 
den general que le produzcan un estado de invalidez, o que hagan nece- 
saria la aplicación en su favor del artículo 128 de la Ley del Seguro 
Social, ya que dicha prueba es la idónea para demostrar el referido 
estado, de modo que dictaminado lo anterior, no es necesario que el 
actor ofrezca y desahogue otras pruebas con el fin de acreditar la iin- 
posibilidad de procurarse un trabajo en el que obtenga una rernune- 
ración superior al 50y0 de lo que percibió en el último año de traba- 
jo, ni que en los dictámenes periciales médicos se establezcan consi- 
deraciones y conclusiones sobre dicha imposibilidad, pues la dictami- 
naci6n de aplicación del artículo 128 de la Ley citada por un estado 
de invalidez, lleva implícita la circunstancia de que no es posible la 
procuración del trabajo en los términos que exige la disposición legal 
indicada. 
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OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO 
DEL PRIMER CIRCUITO 
I.8o.T. J /1  

Amparo directo 49/96. Gerardo Velázquez Martínez 9 de febrero de 1996. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Guerrero Láscares. Secretario: Arturo 
Kamiro Amaya Salvador. 

Amparo directo 133/96. Instituto Mexicano del Seguro Social. lo. de mar- 
zo de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: José Guerrero Láscares. Secre- 
tario : Arturo Ramiro Amaya Salvador. 

."lnparo directo 233/96. María del Carmen Flores Pabela. 15 de marzo de 
1996. Unanimidad de votos. Ponente: Catalina Pérez Bárcenas. Secretario: 
José Vázquez Figueroa. 

Amparo directo 204/96. Agustín Torres Viñas. 26 de mano de 1996. Una- 
nimidad de votos. Ponente: José Guerrero Láscares. Secretario: Arturo Ra- 
miro Amaya Salvador. 

Amparo directo 210/96. Agustín Soria Pérez. 26 de marzo de 1996. Una- 
nimidad de votos. Ponente: José Guerrero Láscares. Secretario: Rubén Pau- 
Ío Ri~iz Pérez. 
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